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los derechos humanos frente a la violencia...

m. j. armida - m. cassino - l. ciarniello

Los derechos humanos 
frente a la violencia 
institucional
por María Jimena Armida, (1)  

Miranda Cassino (2) y Lucas Ciarniello Ibáñez (3)

Sobre la base del compromiso asumido por el Estado nacional en materia 
de protección y promoción de los derechos humanos, las acciones de la 
Secretaría de Derechos Humanos se han enfocado históricamente hacia 
el juzgamiento de los crímenes de lesa humanidad ocurridos en el marco 
de la dictadura cívico-militar instaurada en 1976. A su vez, de forma más 
reciente y en virtud de la pervivencia de prácticas ancladas en la herencia 
dictatorial, la Secretaría ha destinado esfuerzos para fortalecer el trabajo 
en otras dimensiones. Es así que, en lo que hace a violaciones actuales a 
los derechos humanos, la tarea que venimos llevando adelante apunta a 
desarrollar herramientas conceptuales y metodológicas que nos permitan 
conocer estos fenómenos. Es por ello que decidimos dedicar esfuerzos y 
recopilar saberes y experiencias a fin de poder conocer la dinámica y mo-

 (1) Trabajadora Social. Asistente de investigación del Centro de Estudios de Historia, Cultura 
y Memoria. Integrante del Observatorio de Memoria, Género y Derechos Humanos, UNQui. 
Actualmente se desempeña en la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos en materia de 
Derechos Humanos de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación.

 (2) Licenciada en Ciencia Política, UBA. Fue docente de grado en Filosofía Política Antigua, 
Medieval y Moderna, en la Facultad de Ciencias Sociales, UBA, y de posgrado en temáticas 
de género y violencias, UNQui y UNLa. Investigadora del Centro de Estudios en Historia, 
Cultura y Memoria, Observatorio de Memoria, Género y Derecho Humanos, UNQui. Asesora 
de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación.

 (3) Abogado, UNR. Fue querellante en causas donde se investigan y juzgan delitos de lesa 
humanidad. Asesor de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación.
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dalidades que adopta una de violaciones actuales a los derechos humanos 
con mayor impacto: la violencia institucional.

La tarea que emprendimos fue la de transversalizar la mirada y sistema-
tizar las acciones que desarrollan diversas áreas de la Secretaría con el 
fin de promover el desarrollo de políticas públicas destinadas a la pre-
vención de prácticas de violencia institucional en los diversos ámbitos 
de su ocurrencia. En la medida en que las lógicas de perpetración, en-
cubrimiento e impunidad adoptan metodologías y dinámicas propias en 
el Estado de derecho, es nuestra intención conocer y abordar la com-
plejidad del problema, reflexionando sobre las características de estos 
fenómenos. Este artículo apunta a sistematizar los avances y desafíos 
pendientes en este campo.

1 | Conceptos básicos: ¿qué 
entendemos por violencia institucional?
El primer aspecto que quisimos abordar fue el de delimitar nuestro campo 
de interés. Como todos sabemos, cuando hablamos de violencia institu-
cional damos cuenta de numerosas situaciones. Así, al intentar delimitar 
qué es “violencia” y qué es “institucional” nos damos cuenta que se trata 
de nociones sumamente amplias. Es por ello que consideramos de impor-
tancia partir de los problemas de índole teórico-metodológica a los que 
nos enfrentamos al buscar una definición.

En primer lugar, notamos la complejidad de establecer el alcance de 
las prácticas consideradas como “violencia”, en tanto se trata de un 
término polisémico y ambiguo que da cuenta de “acciones tanto indivi-
duales como colectivas, organizadas como espontáneas, ritualizadas o 
rutinizadas, legales o ilegales, intencionales o no intencionales”. (4) A su 
vez, delimitar el alcance del componente “institucional” resulta también 
complejo ya que se trata de un término cuya amplitud no permite deter-
minar a priori aquellas instituciones y/o funcionarios/as por él compren-
didos. En tercer lugar, nos enfrentamos a la necesidad de señalar que 
toda definición de la noción de “violencia institucional” conlleva una 

 (4) Garriga Zucal J. y Noel G., “Notas para una definición antropológica de la violencia: un 
debate en curso”, en Publicar, año VIII n° IX, 2010.
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tensión respecto de sus usos cotidianos y, por ende, que dicha tensión 
no puede más que dar cuenta de la distancia que existe entre los usos 
del lenguaje, las luchas sociales que en él se inscriben y las pretensio-
nes de cualquier definición conceptual (sean de carácter estipulativo, 
operacional, etc.). 

Es así que nuestra tarea se desarrolla sobre la base del reconocimiento 
de estas cuestiones pero centrada en la idea de que no pueden desarro-
llarse políticas públicas sin una adecuada definición de la problemática a 
abordar y los derechos a garantizar. Es por ello que consideramos que una 
definición de este tipo —lo que en los términos de las ciencias sociales 
se denomina “definición operativa”—, se presenta como la condición de 
posibilidad para el diseño de herramientas que garanticen la vigencia real 
y material de los derechos humanos para todas las personas.

Partiendo de estas consideraciones, una primera línea de trabajo apuntó 
a relevar las definiciones utilizadas por diversos actores sociales, desde 
organizaciones de la sociedad civil hasta instituciones públicas. Este aná-
lisis buscaba explorar y comparar las definiciones con las que trabajan (o 
trabajaron) distintos actores. Haciendo una breve historia de los usos de 
la noción de “violencia institucional” —y sin pretensión de completitud 
ni exhaustividad—, podríamos comenzar por referirnos a un documento 
del año 1995. En el Informe de ONGs argentinas al Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas a propósito de la presentación del Go-
bierno argentino por el art. 40 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, se señala que “las opiniones son unánimes respecto a la gra-
vedad del problema de la violencia institucional en la Argentina (llamamos 
’violencia institucional’ a todo uso arbitrario o ilegitimo de la fuerza ejerci-
do o permitido por las reparticiones del Estado)”. (5)

 (5) Informe firmado por las ONGs argentinas que se detallan a continuación: Abuelas de 
Plaza de Mayo, Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, Asociación de Abogados 
de Buenos Aires, Asociación Americana de Juristas, Centro de Estudios Legales y Sociales, 
Comisión de Familiares de víctimas de la Represión, Comité Argentino de Seguimiento y 
Aplicación de la Convención Internacional por los Derechos del Niño, Familiares de Desapare-
cidos y Detenidos por Razones Políticas, Federación Universitaria de la ciudad de Buenos Aires, 
Frente Opositor al Servicio Militar Obligatorio, Liga Argentina por los Derechos del Hombre, 
Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, Movimiento Ecuménico por los Derechos Huma-
nos, Movimiento por la Paz la Soberanía y la Solidaridad entre los Pueblos, Servicio Paz y Justi-
cia, Unión de Trabajadores de Prensa de Buenos Aires. Ver [en línea] http://www.derechos.org/
nizkor/arg/onga/index.html



m. j. armida - m. cassino - l. ciarniello

58

In
fo

ju
s 

- S
is

te
m

a 
A

rg
en

ti
no

 d
e 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Ju
rí

di
ca

Por su parte el Centro de Estudios Legales y Sociales, en el año 1998, hizo 
uso de la noción de violencia institucional en relación a las personas privadas 
de libertad, señalando la necesidad de 

... volver sobre algunos problemas estructurales aún no resueltos, 
como la violencia institucional ejercida bajo distintas formas en 
muchos espacios administrados por los servicios penitenciarios, 
la ausencia de construcciones adecuadas para el desarrollo de la 
vida de los presos y la insuficiencia de recursos para garantizar el 
encierro en condiciones dignas, cuestiones que derivan, año tras 
año, en la preocupante persistencia de innumerables situaciones 
que afectan a los internos. (6)

Para el año 2000, la misma organización asocia violencia institucional con 
violencia policial: “las torturas en sede policial, las ejecuciones y las muer-
tes causadas por el uso abusivo de la fuerza siguen siendo parte de la ope-
ratoria de las fuerzas de seguridad, como puede observarse en los casos 
de violencia institucional documentados”. (7) A su vez, este informe aporta 
un elemento más a la noción, ya que incorpora la dimensión relativa a la 
vinculación entre violencia institucional y control judicial sobre las fuerzas 
de seguridad. Dice el Informe: 

... hemos elegido describirlas respuestas judiciales y de otras 
dependencias públicas durante 1999 de ciertos casos de bruta-
lidad policial, porque estamos convencidos de que la violencia 
institucional no sólo es producto de los hechos de brutalidad 
policial, sino también de la falta de respuesta adecuada por par-
te de las instituciones del Estado. Básicamente nos referiremos 

 (6) CELS, Informe anual sobre la situación de los derechos humanos en la Argentina 1998, 
Bs. As., Ediciones CELS, 1999. Este párrafo hace referencia a cuestiones mencionadas en in-
formes anteriores. Véanse los Informes anuales sobre la situación de los derechos humanos 
en la Argentina correspondientes a los años 1994-1997.

 (7) CELS, Informe anual sobre la situación de los derechos humanos en la Argentina 2000, 
Bs. As., Ediciones CELS, 2001. Las torturas en sede policial, las ejecuciones y las muertes 
causadas por el uso abusivo de la fuerza siguen siendo parte de la operatoria de las 
fuerzas de seguridad, como puede observarse en los casos de violencia institucional do-
cumentados en el tercer apartado de esta sección (“3. Casos documentados de violencia 
policial”).
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a la respuesta judicial; en otras palabras, al control judicial sobre 
las fuerzas policiales. (8)

Avanzando en el tiempo vemos que la ley 26.485 conceptualiza a la vio-
lencia institucional como una de las modalidades que adopta la violencia 
contra las mujeres, estableciendo que es 

... aquella realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, 
personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o 
institución pública, que tenga como fin retardar, obstaculizar o 
impedir que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas 
y ejerzan los derechos previstos en esta ley. Quedan compren-
didas, además, las que se ejercen en los partidos políticos, sin-
dicatos, organizaciones empresariales, deportivas y de la socie-
dad civil.

En lo que hace a las instituciones cuyo nombre incorpora la noción de 
violencia institucional, las referencias que hemos encontrado tampoco nos 
aportan al momento de especificar una definición operativa. En el caso de 
la resolución de creación de la Procuraduría contra la Violencia Institucio-
nal (PROCUVIN), notamos alguna especificación en tanto se hace referen-
cia a determinadas prácticas (“torturas, tratos inhumanos y degradantes, 
prácticas atentatorias de la libertad y otras violaciones a los derechos hu-
manos”) que son cometidas por determinado tipo de agentes estatales 
(“agentes estatales principalmente pertenecientes a las fuerzas de segu-
ridad y penitenciarias”) y cuyo ejercicio se vincula al “ejercicio abusivo e 
ilegal del poder punitivo y en otras prácticas ilícitas”. (9) Por su parte, la De-
fensoría General de la Nación establece que la violencia institucional invo-

 (8) CELS, Informe anual... 2000, op. cit. En la actualidad, el sitio web del CELS consta de una 
sección temática denominada “Violencia institucional y seguridad ciudadana” donde se 
señala que “La denuncia de graves violaciones a los derechos humanos ocasionadas por 
el accionar violento de las fuerzas de seguridad, el control del uso de la fuerza, y el segui-
miento de la situación de los presos en todo el país son condiciones indispensables para el 
respeto a los derechos fundamentales”.

 (9) Resolución 455/2013 PGN, punto 4: “En materia de torturas, tratos inhumanos y degra-
dantes, prácticas atentatorias de la libertad y otras violaciones a los derechos humanos que 
en ejercicio de sus funciones consuman agentes estatales principalmente pertenecientes a 
las fuerzas de seguridad y penitenciarias mediante el ejercicio abusivo e ilegal del poder 
punitivo y en otras prácticas ilícitas constitutivas de violencia institucional, se advierte un 
contraste entre las disposiciones del Código Penal que prevé fuertes sanciones para esas 
conductas y la impunidad de los autores de esos actos”.
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lucra “tratos incompatibles con el Estado de Derecho, ejecutados por fun-
cionarios públicos, por otras personas en ejercicio de funciones públicas o 
por particulares que actuaren bajo su consentimiento o aquiescencia”, (10) 

incluyendo la tortura, las condiciones inhumanas de detención, los tratos 
inhumanos, hechos “que pueden producirse durante las privaciones, de 
libertad o durante otras intervenciones de agentes estatales en espacios 
públicos” y se caracterizan “por la invisibilidad con que ellos ocurren, y la 
consiguiente carencia de datos y cifras concretas sobre las condiciones y 
circunstancias de su acaecimiento”. 

Este recorrido no puede dejar de mencionar el contenido de la ley 26.811, 
sancionada en noviembre de 2012. Esta norma declara el día 8 de mayo 
como “Día Nacional de la Lucha Contra la Violencia Institucional”. Esta 
norma apunta a “recordar las graves violaciones a los derechos humanos 
ocasionadas por las fuerzas de seguridad, promoviendo la adopción de 
políticas públicas en materia de seguridad respetuosas de los derechos 
humanos”. Asimismo, esta norma apunta a consolidar “la concepción de-
mocrática de la seguridad respetando la plena vigencia de los Derechos 
Humanos, la sujeción irrenunciable de las fuerzas de seguridad al poder 
político y la protección de los derechos de los grupos más vulnerables de 
la sociedad”.

Como indicamos antes, esta selección de referencias a la noción de violen-
cia institucional no pretende ser exhaustiva ni completa, pero nos aporta 
a la hora de destacar puntos comunes y aspectos relevantes para nuestra 
indagación. De esta forma notamos que este conjunto de definiciones nos 
permite señalar los siguientes aspectos:

•	 La violencia institucional remite a hechos ilícitos (uso arbitrario o ilegítimo de la 
fuerza; uso abusivo de la fuerza, “brutalidad policial”);

•	 La violencia institucional remite a prácticas concretas (torturas, ejecuciones, ho-
micidios, entre muchas otras);

•	 La violencia institucional se desarrolla en espacios administrados por el Estado 
(servicios penitenciarios, fuerzas de seguridad, reparticiones del Estado nacio-
nal o provincial);

 (10) Según surge de la resolución 1650/2010 DGN, de diciembre de 2010, que establece la 
creación de la “Unidad de registro, sistematización y seguimiento de hechos de tortura y 
otras formas de violencia institucional”.
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•	 La violencia institucional tiene raigambre histórica (“siguen siendo parte de la 
operatoria…”);

•	 La violencia institucional es ejercida por personas que forman parte de admi-
nistraciones públicas (agentes penitenciarios, policiales, etc.);

•	 La violencia institucional sólo es posible sobre la base de la aquiescencia u 
omisión de las instituciones (“falta de […] control judicial sobre las fuerzas po-
liciales”).

Desde nuestra perspectiva, al hablar de violencia institucional nos referi-
mos a situaciones concretas que involucran necesariamente tres compo-
nentes: prácticas específicas (asesinato, asilamiento, tortura, etc.), funcio-
narios públicos (que llevan adelante o prestan aquiescencia) y contextos 
de restricción de autonomía y libertad (situaciones de detención, de inter-
nación, de entrenamiento, etc.). 

Así llegamos a una primera definición que sirve para delimitar aquellas for-
mas más graves que puede adoptar el accionar de los funcionarios públi-
cos: se trata de prácticas estructurales de violación de derechos por parte 
de funcionarios pertenecientes a fuerzas de seguridad, fuerzas armadas, 
servicios penitenciarios y efectores de salud en contextos de restricción 
de autonomía y/o libertad (detención, encierro, custodia, guarda, interna-
ción, etc.). 

En este sentido, un aspecto central a resaltar es que, contrariamente a 
lo que puede surgir como primer intento de abordar estas situaciones, 
este tipo de prácticas no pueden ser pensadas como transgresiones 
individuales —que pueden aparecer pero solo en casos marginales— 
sino que debemos pensarlas como prácticas que pueden conformar 
patrones estructurales de violación de derechos por parte de funciona-
rios públicos. Aun cuando el origen y la genealogía de estas prácticas 
resultan complejos de establecer, indudablemente la impronta del ac-
cionar represivo de la dictadura militar no puede dejar de tenerse en 
cuenta. 

El punto de partida de este trabajo es, entonces, repensar cada una 
las prácticas institucionales (en especial, aquellas que por su función 
se vinculan de forma directa al control sobre la autonomía y libertad 
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de las personas) desde el prisma de los derechos humanos. Conside-
ramos que este abordaje nos permitirá desnaturalizar tanto las formas 
que adopta la violencia como las formas de ejercicio de la autoridad a 
las que nos enfrentamos diariamente. 

Es así que la perspectiva que hemos adoptado apunta a destacar, por un 
lado, las similitudes entre las prácticas violatorias de derechos en los con-
textos seleccionados y, por otro, la sistematicidad de dichas prácticas per-
petradas en cada una de las instituciones.

2 | Sobre la metodología 
de trabajo (o cómo empezar 
a producir información)
Mediante la resolución 33/2014, la Secretaría de Derechos Humanos de 
la Nación creó la “Unidad de Registro, Sistematización y Seguimiento de 
Hechos de Tortura, Desaparición Forzada de Personas y otras Graves Vio-
laciones a los Derechos Humanos” dentro del ámbito de competencia de 
la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos en materia de Derechos Hu-
manos. Sobre la base del compromiso asumido a nivel internacional y de 
las consideraciones antes desarrolladas, la Unidad se encuentra abocada 
al desarrollo de un sistema de información que pueda aportar al diseño 
de políticas públicas en materia de prevención de graves violaciones a los 
derechos humanos. 

Nuestro trabajo apunta a analizar las diferentes formas de expresión de 
la violencia institucional sobre la base de las presentaciones, denuncias e 
informaciones recibidas en el ámbito de la Secretaría de Derechos Huma-
nos. Este objetivo general se concretiza al identificar, describir y analizar 
los hechos y/o situaciones que involucren violaciones a los derechos hu-
manos por parte de funcionarios/as pertenecientes a las fuerzas de se-
guridad, fuerzas armadas, personal penitenciario y efectores de salud en 
contextos de restricción de libertad y/o autonomía. 

A nivel metodológico, abordar el fenómeno de la violencia institucional 
requiere tomar una serie de decisiones. A este fin, en un primer momen-
to, la tarea consistió en la discusión conceptual del problema y el diseño 
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preliminar de un esquema de variables. En forma paralela, se desarrolló 
un relevamiento exploratorio de la información disponible en la Secreta-
ría, de donde se desprendía un número significativo de reclamos, quejas 
y/o denuncias correspondientes a situaciones de violación a los derechos 
humanos en centros penitenciarios y/o motivadas por el accionar de las 
fuerzas de seguridad. 

De este conjunto amplio y heterogéneo de hechos y/o situaciones de 
denuncias, reclamos y/o quejas recibidas en el ámbito de la Secretaría, 
procedimos a delimitar de un campo de análisis específico. El primer re-
corte conceptual y operacional consistió en la delimitación de la unidad 
de análisis como cada uno de los hechos y/o situaciones que involucren 
violaciones a los derechos humanos por parte de agentes pertenecientes 
a servicios penitenciarios, fuerzas de seguridad, fuerzas armadas y efec-
tores de salud en contextos de restricción de autonomía y libertad sobre 
la base de cada una de las denuncias, reclamaciones y/o presentaciones 
recibidas por la Secretaría de Derechos Humanos.

Sobre la base de esta primera definición conceptual y operacional de la 
unidad de análisis, continuamos avanzando en la definición de los diferen-
tes campos de desarrollo de información que deberían ser considerados 
en el proceso de registro de datos. Para ello, diseñamos un instrumento 
de recolección de la información que, a través de preguntas cerradas y 
campos abiertos, recoge toda la información sobre los hechos como para 
la intervención y/o gestión posterior. De modo general, este instrumen-
to consta de diferentes secciones que contribuyen a la descripción de 
un hecho y/o situación de análisis. En todos los casos el instrumento se 
organiza en torno a tres elementos que conforman las variables de es-
tudio: a) contexto del hecho, b) prácticas denunciadas y c) pertenencia 
institucional de los presuntos responsables. Estas variables se encuen-
tran desglosadas en dimensiones e indicadores que buscan establecer 
las condiciones que hacen posible la violencia institucional y describir el 
modo en que el fenómeno se despliega. (11)

 (11) Vale la pena destacar que, una vez diseñado, este instrumento se presentó al personal 
de Secretaría de Derechos Humanos que diariamente atiende los reclamos, quejas y/o de-
nuncias a fin de efectuar las observaciones necesarias para su ajuste. 
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Una vez recolectada la información, se incorpora a la base de datos que 
monitorea la Unidad de Registro. (12) Esta información se organiza por 
hecho y/o situación denunciada, lo que va conformando las unidades 
de registro que toma la base y a las cuales se les asigna un número 
de registro único. Esta base de datos es utilizada por tres áreas de la 
Secretaría de Derechos Humanos que actualmente recepcionan denun-
cias, quejas y/o reclamaciones por violaciones a los derechos humanos 
y que conforman las fuentes de información de la Unidad de Registro: 
a) Centro de Asistencia a Víctimas de violaciones a los Derechos Hu-
manos “Fernando Ulloa”, b) Centro de Denuncias y Orientación Ciuda-
dana (CeDOC) y c) Programa Nacional de Lucha contra la Impunidad 
(ProNaLCI).

De la información ingresada a la base de datos se obtienen planillas de 
información que permiten su procesamiento posterior de acuerdo al cru-
ce de variables que persigue el estudio y el desarrollo de información 
estadística respecto de las características de los hechos denunciados 
como de las víctimas, presuntos responsables e información judicial, en-
tre otras cuestiones.

Por otra parte, cuenta con un sistema de registro de requerimientos y ges-
tión de la SDH que permite ingresar todas aquellas acciones impulsadas 
por la Secretaría a través de las áreas intervinientes.

De este modo, el foco de nuestro interés apunta a reflexionar sobre las 
condiciones de posibilidad de estos fenómenos. Tomando como pun-
to de partida las prácticas violatorias de derechos humanos que encon-
tramos en diversas instituciones (violencia física, psicológica, de géne-
ro, etc.) consideramos que, por un lado, la habilitación para el uso de la 
fuerza delimita un perpetrador específico y, por otro, que determinado 
tipo de contextos refiere a situaciones o entornos caracterizados por el 
despliegue de relaciones de fuerza/dominación determinadas. Es así que 
llegamos a la convicción que el despliegue de la violencia institucional 
presenta características diferenciales respecto de otras modalidades de 
ejercicio de la violencia.

 (12) Se trata de una base de datos que opera a través de intranet y que permite la definición 
de distintos tipos de usuarios (carga, consulta y administradores) en función del tipo de ac-
tividad que desarrollan. 
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3 | Conceptos, categorías 
de análisis y dimensiones (o hacia 
una conceptualización operativa 
respecto de la violencia institucional)
A partir de la definición de violencia institucional como prácticas estruc-
turarles de violación de derechos humanos por parte de funcionarios per-
tenecientes a las fuerzas armadas, fuerzas de seguridad, servicios peni-
tenciarios y efectores de salud en contextos de restricción de autonomía 
y libertad, se desprenden tres elementos (dimensiones) que dan cuenta 
de una lógica específica de este tipo de violaciones: prácticas específicas, 
determinados agentes públicos y contextos de restricción de autonomía y 
libertad. De este modo, las prácticas asociadas a la violencia institucional 
son pensadas como prácticas que de forma recurrente están presentes 
en determinado tipo de contextos y que, perpetradas por determinados 
agentes públicos conforman violaciones a los derechos humanos. 

La primera dimensión a analizar refiere al contexto de restricción de au-
tonomía y/o libertad. Partimos de la idea que estos contextos refieren a 
medios y/o entornos y/o ámbitos en que resulta posible observar el des-
pliegue de las prácticas asociadas a la configuración de un hecho como 
violencia institucional. En estos contextos, las jerarquías entre las perso-
nas y los/as agentes o funcionarios públicos se expresan, mayormente, 
en términos de “amenaza” (real o potencial) de uso de la fuerza y/o de 
los resortes institucionales y prerrogativas, tanto en relación a la libertad 
como a la autonomía de las personas. Al interior de estos entornos, se 
configuran situaciones donde el sometimiento y dependencia absoluta o 
relativa de la autoridad de las personas —definidas y rediseñadas sobre la 
base del sistema de jerarquías propio de cada contexto— es la condición 
de posibilidad para el despliegue de las prácticas objeto de este estudio.

Con el objeto de poder abarcar analíticamente este conjunto, hemos agru-
pado los contextos en situaciones de tránsito, de detención, de internación y 
de formación, entrenamiento y/o rehabilitación. Es importante tener presen-
te que aun cuando en todos los contextos se ponen en juego restricciones a 
la libertad y la autonomía de las personas, podemos sostener analíticamente 
que existen concentraciones mayores según el tipo de situación de la cual se 
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trate. Las situaciones de internación y de detención se manifiestan más fuer-
temente marcadas por las restricciones a la libertad (mayormente ambula-
toria), a la par que las situaciones de tránsito y de formación, entrenamiento 
y rehabilitación se presentan más orientadas a la restricción de autonomía. 

Una segunda dimensión de la categoría de violencia institucional está refe-
rida a los sujetos responsables. En tal sentido, hacemos referencia a los/as 
funcionarios/as y/o agentes públicos que, por sus responsabilidades y obli-
gaciones se encuentran autorizados —o se ha delegado en ellos/as— facul-
tades o atribuciones para hacer uso de la fuerza a través de procedimientos 
dirigidos a restringir la autonomía y la libertad de otras personas. Incluimos 
en esta definición a los/as funcionarios/as encargados/as de hacer cumplir 
la ley que incluye a todos/as los/as agentes que ejercen funciones de po-
licía especialmente las facultades de arresto o detención; los/as agentes 
pertenecientes a las fuerzas armadas; personal perteneciente al servicio pe-
nitenciario cuyas responsabilidades están dirigidas a velar por la seguridad 
y custodia de las personas sometidas a un proceso penal o se encuentran 
cumpliendo la pena de privación de libertad; personal perteneciente a los 
entornos de salud(médicos, profesionales de las salud y trabajadores socia-
les incluidos los que trabajan en hospitales privados y en otras instituciones 
y centros de detención) cuyas prácticas resultan frecuentemente abusivas 
y se producen amparadas por políticas de atención de la salud (13) y, todo/a 
otro/a funcionario/a público, que cumpla funciones en lugares de aloja-
miento de niños, niñas y adolescentes, personas adultas mayores y perso-
nas con discapacidad en entornos de restricción de libertad y/o autonomía. 

Finalmente, al momento de dar cuenta de estas prácticas violatorias de 
derechos —y, por ende, formas de violencia— incluimos “acciones tanto 
individuales como colectivas, organizadas como espontáneas, ritualizadas 
o rutinizadas, legales o ilegales, intencionales o no intencionales”. (14) So-
bre esta base delimitamos un conjunto mínimo de prácticas que, al ocurrir 
en los contextos seleccionados y al ser llevadas adelante por funcionarios/
as públicos, constituyen lo que denominamos violencia institucional. A 
continuación se presentan el conjunto de prácticas e irregularidades que 
fueron seleccionadas:

 (13) Ver el Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes, Juan E. Méndez, 2013.

 (14) Garriga Zucal J. y Noel G., “Notas para...”, op. cit.
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tabla 1.

Variables Dimensiones Indicadores

Tipo de prácticas
Prácticas vinculadas 

a las condiciones 
de alojamiento

• Destrucción de propiedades
• Mala alimentación
• Malas condiciones de alojamiento (higiene)
• Malas condiciones de alojamiento 
(infraestructura) 
• Negación de toda privacidad
• Robo/hurto de pertenencias
• Segregación/confinamiento

Tipo de prácticas

Prácticas vinculadas 
a distintas formas 
de violencia física

• Asfixia
• Caídas provocadas
• Desaparición (forzada)
• Golpes
• Heridas penetrantes
• Muerte
• Privación de la libertad/secuestro
• Quemaduras
• Sometimiento a corriente eléctrica
• Sometimiento a posturas forzadas
• Otras formas de maltrato físico

Prácticas vinculadas 
a distintas formas 

de violencia  
psíquica/psicológica

• Ablandamiento
• Alejamiento de vínculos
• Amenazas
• Amenazas de connotación sexual/de género
• Disparos intimidatorios 
• Extorsión, forzamiento de la conducta, 
incitación a la violencia
• Hostigamiento
• Restricción injustificada de contacto
• Restricción injustificada en la incorporación 
al medio libre
• Restricción injustificada derechos al trabajo 
y la educación
• Simulacro de fusilamiento
• Otras formas de maltrato psicológico

Prácticas vinculadas 
a distintas formas  

de violencia 
 de género

• Desnudo parcial
• Desnudo total
• Esterilización forzada
• Mutilación genital
• Tratamiento psicológico por identidad sexual/
de género
• Violación
• Violación grupal
• Otras formas de violencia de género
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Variables Dimensiones Indicadores

Tipo de prácticas

Prácticas vinculadas 
a distintas formas 

 de negación  
del acceso a la  

atención médica 
 y sanitaria

• Denegación de acceso atención aborto 
no punible/postaborto

• Denegación de acceso atención médica

• Denegación de acceso atención terapéutica

• Examen físico por personal de otro sexo

• Falta de administración de medicación

• Internación involuntaria injustificada

• Interrupción/mala administración 
de medicación en tratamientos prolongados

• Intervención médica forzada

• Traslado por asistencia médica

• Uso excesivo de medicación

Adicionalmente, consideramos de interés poder analizar las circunstan-
cias en el marco de las cuales se desarrollan las prácticas violatorias de 
derechos. Esta categoría hace referencia a condicionamientos impuestos 
por el contexto del hecho y/o por la dinámica de las instituciones, cuya 
regulación resulta externa a las personas y las posicionan en condiciones 
de especial desprotección frente a los agentes y/o funcionarios públicos. 
Analíticamente, las circunstancias se presentan como variables intervinien-
tes para la configuración de un hecho como violencia institucional. Su pre-
sencia puede verificarse o no y, en los casos en que se verifica, agregan 
una descripción útil respecto de la dinámica de ocurrencia de la violencia 
institucional. En esta categoría se incluyen:

•	 Circunstancias vinculadas al manejo administrativo-espacial de la institución 
(ingreso y/o admisión, recuentos, circulación por la unidad/establecimiento, 
reintegros al pabellón/celda/habitación, visitas, traslados, medidas de resguar-
do físico).

•	 Circunstancias relacionada con distintas formas de inspección o registro (alla-
namiento, examen médico, requisa a familiares, requisa de pabellón, requisa 
de pertenencias, requisa personal).

•	 Otras circunstancias que por sus características dejan particularmente expues-
tas a las personas frente a los agentes y/o funcionarios (reclamo ante las auto-
ridades, riñas y/o motines, cumplimiento de sanciones, sometimiento a formas 
de sujeción mecánica, desalojo de predios o inmuebles).
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4 | La respuesta judicial 
ante la violencia institucional
Dentro del recorte conceptual que proponemos, una de las dimensiones so-
bre las que no nos hemos explayado se relaciona con la intervención de los 
operadores del sistema de justicia argentino. Los agentes o funcionarios pú-
blicos pertenecientes al Poder Judicial juegan un rol fundamental en relación 
al fenómeno de la violencia institucional: su accionar incide tanto en la inves-
tigación y sanción de los responsables como en la prevención de estas prácti-
cas. Asimismo, su accionar en relación a la vulneración a un derecho puede o 
no acarrear responsabilidad del Estado ante los organismos internacionales. 

Teniendo en cuenta lo dicho, los operadores del sistema de justicia ar-
gentino son los responsables primarios de la salvaguarda de las garantías 
judiciales y la protección judicial específica en las situaciones que concep-
tualizamos como de violencia institucional ocurridas en el ámbito interno 
del Estado. El rol del sistema de justicia resulta fundamental a la hora de 
pensar estrategias de prevención de la violencia institucional como forma 
específica de violación a los derechos humanos. Siendo esta una más de 
las razones por la cuales preferimos delimitar conceptualmente la proble-
mática para así diseñar herramientas de intervención más eficaces. 

Es en este sentido que consideramos que la respuesta del Poder Judicial ante 
situaciones de violencia institucional resulta nodal para su prevención a futu-
ro. Sin embargo, como sabemos, este resorte del Estado no siempre funciona 
y puede operar, por tanto, como “garante de la impunidad”. Veamos algunos 
de los casos en que este parece ocurrir, situaciones en las cuales los funcio-
narios del sistema de justicia se diferencian sustancialmente de los perpetra-
dores de la violencia institucional antes aludidos en, al menos, tres aspectos:
1.	 Su respuesta (o la falta de respuesta) otorga un manto de “legalidad” —dudosa 

desde la perspectiva de las víctimas— al accionar ilegítimo de los funcionarios 
y/o agentes públicos que, teniendo habilitado el uso legítimo de la fuerza, se 
hayan visto involucrados en casos de esta índole. Agrupamos aquí aspectos re-
lativos a violaciones de derechos en términos de omisiones administrativas y/o 
judiciales así como a otro tipo de acciones que de forma general podrían catalo-
garse como “prácticas de encubrimiento de violaciones de derechos”, como ser:  

•	 Dilaciones: da cuenta de demoras o detenciones en la investigación y/o 
el proceso judicial más allá de los tiempos y plazos establecidos y de los 
tiempos que pueden considerarse razonables. Este ítem incluye presentacio-
nes respecto de causas en condiciones de ser elevadas a juicio oral; demoras 
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y/o postergaciones en fechas de debate; solicitudes en relación a citaciones 
en declaración indagatoria, etc. (15)  “La apreciación prima facie del retardo in-
justificado de los procesos judiciales para los efectos de una determinación 
sobre la admisibilidad del caso se basa en un análisis que no exige el están-
dar de violación de los arts. 8° (1) y 25 (1). Estas normas son independientes 
de la del art. 46 de la Convención y se les aplica un estándar analítico más 

exhaustivo”. (16) Asimismo, esta categoría incluye también las denuncias y/o re-
clamos relativos a las demoras y/o postergaciones y/o incumplimientos en la 
unificación de penas, así como la unificación de causas en las que se denuncie 
conexidad objetiva o subjetiva. Adicionalmente, se considera la posibilidad 
de consignar las llamadas “dilaciones del sistema”, que son aquellas vincula-
das al funcionamiento del poder judicial tales como falta de designación de 
jueces, juzgados vacantes o que son subrogados por jueces del fuero civil, fal-
ta de fiscales, juzgados residuales producto de modificaciones a los Códigos 
de procedimientos locales, defensores que pasan a ser fiscales, entre otros.

•	 Incumplimientos en relación al régimen de progresividad de la pena: hace 
referencia a todas aquellas prácticas que tengan como resultado el incum-
plimiento del principio de progresividad del régimen penitenciario y obsta-
culicen la incorporación en instituciones o instancias semiabiertas o abier-
tas o a secciones separadas regidas por el principio de autodisciplina. (17) Se 
incluyen aquí tanto la falta de resolución de solicitudes ante la jurisdicción 
como las resoluciones judiciales denegatorias de dichas solicitudes.

•	 Irregularidades procedimientos reglados: da cuenta de aquellas actuacio-
nes u omisiones que se apartan de las previsiones establecidas para ga-
rantizar los derechos de las personas involucradas en el hecho, así como 
para resguardar de su destrucción y/o desaparición y/o manipulación ele-
mentos de interés allí presentes. Este ítem incluye actos jurisdiccionales 
que legitimen irregularidades respecto del procedimiento/protocolos/
reglamentaciones/etc. establecidos para la tramitación del hecho (deber 
de preservación de la integridad de la escena del hecho, al momento del 
levantamiento, análisis o custodia de las pruebas, allanamientos, (18) etc.) (19)

 (15) Código Penal, arts. 273 y 274.

 (16) CIDH, Informe 30/01, caso 12.298, 22/2/01, “Fernando H. Giovanelli vs. Argentina”, Ad-
misibilidad, § 31.

 (17) Art. 6°, ley 24.660.

 (18) “Se impondrá la misma pena e inhabilitación especial de seis meses a dos años, al 
funcionario público o agente de la autoridad que allanare un domicilio sin las formalidades 
prescriptas por la ley o fuera de los casos que ella determina”. (art. 151 CP) 

“Las disposiciones de los artículos anteriores no se aplicarán al que entrare en los sitios 
expresados, para evitar un mal grave a sí mismo, a los moradores o a un tercero, ni al que 
lo hiciere para cumplir un deber de humanidad o prestar auxilio a la justicia” (art. 152 CP).

 (19) Art. 277 CP.
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•	 Manipulación pericias: apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en las 
que los actos jurisdiccionales legitimen irregularidades en la investigación 
pericial, incluyendo autopsias, armas, etc. (20)

2.	 También pueden, mediante las prácticas judiciales, ser partícipes directos de 
violaciones de derechos, a través de sucesos de encubrimientos, de falsas im-
putaciones, de causas armadas o de negligentes investigaciones, ya sea de 
forma dolosa o culposa. Agrupamos aquí aspectos relativos a violaciones de 
derechos en términos de acciones y omisiones por parte de operadores judi-
ciales así como a otro tipo de acciones que de forma general podrían catalo-
garse como “prácticas de impunidad de violaciones de derechos”:

•	 Falsa imputación (causa armada): hace referencia a una falsa imputación de 
delito a una persona que, generalmente, es la que aparece justificando una 
actuación de fuerzas policiales y/o de seguridad. De esta forma, la actua-
ción irregular es “justificada” ex post facto sobre la base de la comisión de 
un supuesto delito

•	 Falsa tipificación (carátula): hace referencia a presentaciones en relación 
a hechos donde solo se investiga una única hipótesis, habiendo elemen-
tos que indicarían otras vías de investigación. Se trata, por ejemplo, de 
casos que se caratulan como “suicidios” y existe evidencia de que podría 
tratarse de “homicidios” o “mala praxis”, casos que se caratulan como 
“averiguación de paradero” y existe evidencia de que podría tratarse de 
una “desaparición forzada”, etc.

•	 Impedimentos en la constitución de la querella: apunta a dar cuenta de 
aquellas situaciones en que no se habilita a la víctima (a su representante 
legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por 
la ley, para constituirse como tal a efectos de participar activamente en el 
proceso, sea para impulsar el mismo, proporcionar elementos de convic-
ción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula le establezca.

•	 Restricción de información: hace referencia a situaciones en las que tanto las 
víctimas como sus familiares no logran contar con información relativa a la 
tramitación/seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de informa-
ción sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir 
audiencias con las autoridades judiciales (tales como fiscal, juez o defensor).

3.	 Y por último, no podemos dejar de poner en evidencia que la falta de respues-
ta judicial o la respuesta inadecuada, es una situación ya sabida o esperada 
por parte de los perpetradores a la hora de cometer este tipo de prácticas que 
antes señalamos, lo cual genera cierta garantía de impunidad futura.“La Corte 
entiende como impunidad la falta en su conjunto de investigación, persecu-

 (20) Ibid.
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ción, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones 
de los derechos protegidos por la Convención Americana, toda vez que el Es-
tado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales 
disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones 

de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”. (21)

En este este sentido, en la herramienta que diseñamos para la recolec-
ción y producción de información en la materia, dedicamos una sección 
a lo que llamamos “información judicial”. Allí incorporamos los campos 
necesarios para volcar los datos de tramitación de las causas judiciales-
penales en las cuales se investigan los hechos y/o situaciones de violen-
cia institucional denunciadas en la Secretaría o incorporadas a la base 
de datos.

Asimismo, consideramos de interés poder dar cuenta en esa misma sección 
de las irregularidades judiciales en la cuales se cristalizan las acciones u omisio-
nes de los operadores del sistema de justicia argentino que recién mencioná-
ramos. De este modo pretendimos enlazar éste particular grupo de prácticas 
con sus perpetradores, jerarquizando así la ausente o inadecuada respuesta 
judicial como aquella facilitadora de situaciones de violencia institucional que 
podrían acarrear responsabilidad internacional al Estado argentino.

5 | La violencia institucional 
como violación a los derechos humanos
En un Estado democrático y con un sistema republicano de gobierno la 
independencia de sus poderes se erige como una característica funda-
mental a la hora de garantizar el control de la gestión de los gobernantes. 
Es decir, que por un lado el Poder Legislativo y por otro el Poder Judicial 
juegan un rol de contralor del cumplimiento de las garantías y derechos 
constitucionales de los habitantes del territorio nacional. Es por ello que 
creemos que este control, y sobre todo el judicial, debe ser tematizado y 
reexaminado en forma constante a fin no solo de dar cuenta de un aspecto 
esencial de esta problemática, sino para lograr mayor incidencia a través 
de las políticas públicas que en materia de prevención de la violencia ins-
titucional se diseñen.

 (21) Corte IDH, “Caso Bulacio vs. Argentina”, (Fondo, Reparaciones y Costas) 18/09/2003, § 120.
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Por ello, resulta imprescindible referirnos a la responsabilidad del Estado 
en el marco del derecho internacional de los derechos humanos para com-
prender de qué modo el accionar de los operadores del sistema de justicia 
argentino puede ser determinante a la hora de analizar una situación de 
violencia institucional.

El régimen de responsabilidad es un elemento fundamental en todo orde-
namiento jurídico, ya que en él descansa la eficacia del propio sistema. No 
puede concebirse el derecho civil o penal sin un conjunto de pautas o reglas 
preestablecidas para determinar la responsabilidad contractual, extracon-
tractual o penal según el caso, como así también los eximentes de la misma.

Como sabemos, en el derecho internacional de los derechos humanos, 
la responsabilidad del Estado se vincula a su obligación de garantizar el 
respeto y goce de derechos en su territorio. Esta responsabilidad deriva 
de la inobservancia del respeto y la garantía de los derechos humanos, 
y por ello el Estado constituye el primer garante de los derechos de las 
personas, de lo cual deriva el carácter subsidiario del procedimiento inter-
nacional frente a los nacionales.

En este sentido, concurre una obligación de derecho interno con la res-
ponsabilidad internacional del Estado argentino. Por un lado, la obliga-
ción constitucional del Estado de garantizar a los habitantes el respeto a 
los derechos humanos en el territorio y, por el otro, el compromiso inter-
nacional que tiene como base el reconocimiento de la CADH luego de 
su inclusión, junto a otros instrumentos internacionales de protección y 
defensa de los derechos humanos, en el art. 75, inc. 22, CN.

Conforme al art. 1.1 es ilícita toda forma de ejercicio del poder 
público que viole los derechos reconocidos por la Convención. 
En tal sentido, en toda circunstancia en la cual un órgano o fun-
cionario del Estado o de una institución de carácter público le-
sione indebidamente uno de tales derechos, se está ante un 
supuesto de inobservancia del deber de respeto consagrado 
en ese artículo. (22)

En este marco resulta importante que el Poder Legislativo pueda desarro-
llar herramientas o establecer normas de control para los funcionarios o 

 (22) Corte IDH, “Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras”, (Fondo), 29/07/1988, § 169.
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agentes del Estado que puedan a través de sus actos u omisiones afectar 
las garantías a los derechos humanos, con el consecuente juzgamiento 
de esos actos por parte del Poder Judicial. Se encuentra en manos de los 
operadores del sistema de justicia argentino el contralor de las acciones 
entre los particulares, la constitucionalidad de las normas emanadas del 
Poder Legislativo o Ejecutivo, como así también lo que nos interesa desta-
car en este punto: el control de la legalidad de los actos de los funciona-
rios o agentes estatales en relación a los ciudadanos. 

Si los agentes públicos o funcionarios del Estado violan derechos prote-
gidos, el Estado debe investigar los hechos y sancionar a la totalidad de 
los responsables (tanto autores directos como mediatos), identificando las 
responsabilidades en el funcionamiento de las instituciones en el marco 
de las cuales se produjeron las conductas violatorias de derechos. En este 
sentido, la Corte IDH señala que:

... el Estado es el principal garante de los derechos humanos de 
las personas, de manera que, si se produce un acto violatorio de 
dichos derechos, es el propio Estado quien tiene el deber de resol-
ver el asunto a nivel interno y reparar antes de tener que responder 
ante instancias internacionales como el Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos, lo cual deriva del carácter 
subsidiario que reviste el proceso internacional frente a los siste-
mas nacionales de garantías de los derechos humanos. Los tribu-
nales internos y órganos estatales tienen el deber de asegurar la 
implementación de la Convención Americana a nivel nacional. (23)

Teniendo en cuenta los elementos esenciales de la responsabilidad in-
ternacional del Estado por un hecho ilícito, es decir una acción u omisión 
contraria a una obligación internacional y que ella sea imputable a un Es-
tado, consideramos que en temas de violencia institucional cobra rele-
vancia la dimensión respecto a la respuesta judicial obtenida en el ámbito 
interno. Es decir, de qué forma se investigó el hecho, se sancionó a sus 
responsables y reparó a las víctimas.

Es así que los operadores del sistema de justicia argentino son los respon-
sables primarios de la salvaguarda de las garantías judiciales y la protec-

 (23) Corte IDH, “Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú” (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas) , 07/02/2006, § 66.
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ción judicial específica en las situaciones que conceptualizamos como de 
violencia institucional ocurridas en el ámbito interno del Estado. El rol del 
sistema de justicia resulta fundamental a la hora de pensar estrategias de 
prevención de la violencia institucional como forma específica de violación 
a los derechos humanos, siendo esta una más de las razones por la cua-
les preferimos delimitar conceptualmente la problemática para así diseñar 
herramientas de intervención más eficaces. 

Estas consideraciones nos sirven de marco general para pensar la articula-
ción y mutua influencia entre las normas internacionales y las políticas in-
ternas tendientes a garantizar y satisfacer condiciones indispensables para 
el desarrollo de una vida digna, libre de discriminaciones. Desde nuestra 
perspectiva, esta mutua incidencia resulta sumamente productiva en la me-
dida en que redunda en la expansión y consolidación de los mecanismos y 
estrategias de respeto, protección y promoción de los derechos humanos. 
En este sentido, debemos tener siempre presente que la responsabilidad 
en materia de respeto, protección y realización de los derechos humanos 
recae sobre los Estados y que “las instancias internacionales de derechos 
humanos (…) ocupan un rol subsidiario de la protección interna y que hay 
temas y, sobre todo, políticas que deben seguir siendo definidas a nivel 
nacional y no en el plano internacional”. (24)

El trabajo de los sistemas, órganos y mecanismos internacionales de protec-
ción de los derechos humanos permite fortalecer la exigibilidad judicial y po-
lítica de los derechos. Este aspecto resulta central en la medida en que, como 
señala Lechner, “el ‘mecanismo jurídico’ es lo que finalmente permite reivindi-
car, en cada caso concreto, aquella idea abstracta del hombre libre e igual”. (25)

La vigencia plena de estos derechos —desde su promoción y protección 
hasta el juzgamiento y reparación en los casos de violaciones— solo pue-
de ser producto de acciones mancomunadas. Tanto a nivel interno como 
externo, el compromiso asumido por el Estado nacional en relación a la 
protección y promoción de los derechos humanos requiere, entonces, del 
compromiso constante de los distintos actores sociales.

 (24) Abramovich, Víctor, “La situación de los derechos humanos en América Latina”, 2009, [en 
línea] http://www.memoriaabierta.org.ar/materiales/pdf/panel.v.abramovich.pdf

 (25) Lechner, Norbert, “Los derechos humanos como categoría política”, 1983, [en línea] 
http://flacsochile.org/biblioteca/pub/memoria/1983/001044.pdf, p. 11.




